El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / RELEVANCIA CONSTITUCIONAL / NO SE IMPUGNARON TODAS LAS RAZONES QUE SUSTENTARON LA DECISIÓN ATACADA.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
… no se hallan satisfechos todos los presupuestos generales de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el de tener el asunto relevancia constitucional, respecto del cual ha dicho la Corte Constitucional:

“Este requisito, de conformidad con la jurisprudencia constitucional, implica evidenciar que “la cuestión que se entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes”, pues “el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones…”
En el caso bajo estudio fueron dos las razones que motivaron al juzgado inadmitir la solicitud de validación judicial de acuerdo extrajudicial que formuló el accionante. La primera, porque verificado el proyecto de determinación de derechos de votos, se advierte que el solicitante se incluye como acreedor interno, a pesar que según el artículo 2.2.2.13.3.3 del Decreto 991 de 2018, las mayorías se determinarán con base en lo reglado por la Ley 1116 de 2006, pero sin tener en cuenta los acreedores internos. La segunda, porque no acreditó el citado señor, como persona natural, su calidad de comerciante.

Y aunque la demanda se rechazó porque no se subsanó ninguno de los vicios que a juicio del juzgado impedían darle trámite, el actor, al interponer recurso de reposición contra esa providencia, solo mostró su inconformidad con el último, es decir, con la ausencia de prueba de su calidad de comerciante.

Lo mismo ocurrió al formular la acción que ahora se decide…
Lo anterior traduce, aceptando en gracia de discusión, que aunque se decidiera en esta sede que la jueza accionada incurrió en defecto fáctico al apreciar las pruebas con las que el actor pretendió demostrar su calidad de comerciante, la providencia que rechazó la demanda se mantendría incólume, pues el último no encuentra lesionado el derecho al debido proceso en la otra causal que sirvió de fundamento a la citada funcionaria para inadmitir la demanda y para rechazarla posteriormente al considerar que no se enmendó.
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Acta No. 018 del 29 de enero de 2020
Expediente No. 66001-22-13-000-2020-00009-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por el señor Rubén Arias Rodríguez contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado del accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 El 16 de junio de 2019 su poderdante presentó solicitud de reorganización empresarial de persona natural comerciante, la que  correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Civil del Circuito local.

1.2 Mediante proveído del 11 de diciembre último, el despacho accionado resolvió rechazarla al considerar que los documentos aportados no acreditaban la calidad de comerciante del peticionario, lo que considera conclusión desacertada.

1.3 Frente a esa decisión se interpuso recurso de reposición, pues con fundamento en los argumentos que en extenso menciona, estima que sí acreditó aquella calidad.

1.4 Este Tribunal se pronunció al respecto, en providencia que se anexó al expediente, pero al parecer no se revisó.

1.5 De considerarse por este Tribunal que el actor no es comerciante, se deberá dar aplicación al artículo 532 del Código General del Proceso, al estar probado que el citado señor es controlante de la sociedad Corporación Nace S.A., cuya insolvencia deberá tramitarse de conformidad con la Ley 1116 de 2006.
1.6 El juzgado no acogió sus razones jurídicas y persistió en su errada decisión, lo que generó defecto fáctico por una indebida interpretación de la ley.

1.7 No puede ser de recibo una interpretación que contraríe una norma constitucional; ignore la debida aplicación de las normas que regulan la insolvencia de la persona natural comerciante, como en este caso en el que el racionamiento inferencial, el análisis, la valoración de la prueba y la formación de juicios no se ajustaron a los cánones constitucionales. 
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita se ordene a la funcionaria accionada dar inicio al trámite de reorganización empresarial solicitado por el actor, en su calidad de persona natural comerciante.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Mediante proveído del 16 de enero último se admitió la acción y se ordenaron las notificaciones de rigor. No se ordenó la vinculación de los intervinientes en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos, ya que debido a la falta de admisión de la demanda, aún no han sido convocados a ese trámite.
2. Se pronunció la funcionaria accionada para manifestar que en la actuación desplegada por el despacho a su cargo se aplicaron adecuadamente las normas sustantivas y procesales, y fue racional la valoración probatoria. Además, las decisiones adoptadas fueron producto de un ponderado estudio de los hechos y pruebas, razón por la cual no se le pueden acusar de carentes de fundamento jurídico, ni de caprichosas. Solicitó se nieguen las pretensiones, al no haberse configurado lesión alguna de derechos. 
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela contra la decisión del juzgado accionado de rechazar la validación del acuerdo extrajudicial de reorganización empresarial de persona natural comerciante, solicitada por el actor. De serlo, se establecerá si con esa decisión se vulneró el derecho al debido proceso que se invoca en la demanda.  
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:
 “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes:

“7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
.
4. Las pruebas incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos: 
4.1 El señor Rubén Arias Rodríguez, por medio de apoderado, formuló solicitud de validación judicial del acuerdo de reorganización de persona natural comerciante. 
4.2 Entre los anexos de la demanda se allegó: a) copia del certificado de existencia y representación legal de la Corporación Empresarial Nace S.A., expedido por la Cámara de Comercio de Pereira, en el que se indica que el 24 de noviembre de 2008 se designó al señor Rubén Arias Rodríguez como su gerente general y que en este recae la administración de la sociedad, su representación legal y la gestión de sus negocios
 y b) el acuerdo extrajudicial suscrito por algunos acreedores externos y por el acreedor interno Rubén Arias Rodríguez
. 
4.3 Mediante proveído del 29 de julio del año pasado, la funcionaria accionada resolvió rechazar de plano la validación judicial porque es una sociedad la involucrada en el trámite y no una persona natural comerciante. En el mismo proveído ordenó remitir las diligencias a la Superintendencia de Sociedades de Manizales
. 

4.4 Contra esa decisión el apoderado del accionante formuló recurso de reposición y en subsidio el de apelación
.

4.5 En auto del 4 de octubre siguiente, la juez de conocimiento repuso aquella providencia e inadmitió la solicitud porque el peticionario no acreditó la calidad de comerciante; además, en razón a que verificado el proyecto de determinación de derechos de votos, se advierte que el solicitante se incluye como acreedor interno, a pesar que según el artículo 2.2.2.13.3.3 del Decreto 991 de 2018, las mayorías se determinarán con base en lo reglado por la Ley 1116 de 2006, pero sin tener en cuenta los acreedores internos. 

En la misma providencia inadmitió la solicitud de reorganización y concedió al actor el término de diez días para subsanar los defectos señalados
. 
4.6 En ese término presentó escrito en el que plantea, en extenso, las razones por las cuales no está de acuerdo con las razones que esgrimió el juzgado para inadmitir la demanda
.
4.7 Por auto del 13 de noviembre último la funcionaria accionada decidió rechazar la demanda porque no se subsanaron los vicios que presentaba, los que se relacionaron en el auto que la inadmitió
.

4.8 Frente a esa determinación interpuso recurso de reposición con similares argumentos a los planteados en el escrito que presentó dentro del plazo que se le otorgó para que subsanara la demanda, pero en esa oportunidad solo se pronunció respecto a la calidad de comerciante en el peticionario, que echó de menos el juzgado en el auto que la inadmitió
.
4.9 En proveído del 11 de diciembre último la juez accionada resolvió no reponer el auto de rechazo. Insistió en que el demandante no acreditó la calidad de persona natural comerciante, en los términos del artículo 13 del Código de Comercio
.
4.10 Por sentencia del 13 de abril de 2018, este tribunal, en sede de tutela, concedió el amparo solicitado por el demandante frente al Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira y dejó sin efecto el auto del 28 de febrero del mismo año que rechazó la demanda sobre validación del acuerdo de reorganización porque aquel no acreditó su calidad de comerciante
.
4.11 De conformidad con la constancia expedida por la Juez Quinta Civil del Circuito local, con ocasión al requerimiento realizado por esta Sala, ante ese despacho se han tramitado tres solicitudes de validación judicial de acuerdo extrajudicial de reorganización, formuladas por el señor Rubén Arias Rodríguez, ninguna de las cuales se encuentra activa, pues fueron rechazadas por las siguientes razones: a) mediante auto del 15 de diciembre de 2017 se declaró la falta de competencia respecto de la radicada 2017-173 y fue remitida a los juzgados municipales y b) las radicadas bajo los Nos. 2018-074 y 2019-084 porque no se  subsanaron, por autos del 21 de mayo de 2018 y 31 de mayo de 2019 respectivamente
.
5. Surge de estas pruebas, como primera conclusión, que el demandante acudió con anterioridad a este medio constitucional para ventilar una controversia de similares matices, pero respecto de proceso diferente al que ahora ocupa la atención de la Sala. Por tanto, se concluye que no se ha configurado el fenómeno de la cosa juzgada, no se ha incurrido en temeridad. 

6. Como segunda, que no se hallan satisfechos todos los presupuestos generales de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el de tener el asunto relevancia constitucional, respecto del cual ha dicho la Corte Constitucional
:
“Este requisito, de conformidad con la jurisprudencia constitucional, implica evidenciar que “la cuestión que se entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes”
, pues “el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones”
. Este requisito, de conformidad con aquella, persigue, por lo menos, las siguientes tres finalidades: (i) preservar la competencia y la independencia de los jueces de las jurisdicciones diferentes a la constitucional y, por tanto, evitar que la acción de tutela se utilice para discutir asuntos de mera legalidad; (ii) restringir el ejercicio de la acción de tutela a cuestiones de relevancia constitucional que afecten los derechos fundamentales y, finalmente, (iii) impedir que la acción de tutela se convierta en una instancia o recurso adicional para controvertir las decisiones de los jueces. Por tanto, solo la evidencia prima facie de una afectación o vulneración de facetas constitucionales de los derechos fundamentales permite superar el requisito de relevancia constitucional de la tutela en contra de providencias judiciales...”
7. En el caso bajo estudio fueron dos las razones que motivaron al juzgado inadmitir la solicitud de validación judicial de acuerdo extrajudicial que formuló el accionante. La primera, porque verificado el proyecto de determinación de derechos de votos, se advierte que el solicitante se incluye como acreedor interno, a pesar que según el artículo 2.2.2.13.3.3 del Decreto 991 de 2018, las mayorías se determinarán con base en lo reglado por la Ley 1116 de 2006, pero sin tener en cuenta los acreedores internos. La segunda, porque no acreditó el citado señor, como persona natural, su calidad de comerciante.

Y aunque la demanda se rechazó porque no se subsanó ninguno de los vicios que a juicio del juzgado impedían darle trámite, el actor, al interponer recurso de reposición contra esa providencia, solo mostró su inconformidad con el último, es decir, con la ausencia de prueba de su calidad de comerciante.

Lo mismo ocurrió al formular la acción que ahora se decide, pues encuentra la violación del derecho al debido proceso en la circunstancia de haber incurrido la funcionaria demandada en defecto fáctico al valorar las pruebas con las que encuentra acreditado tal presupuesto.

Es decir, en ninguna de esas dos últimas actuaciones mostró su inconformidad con la providencia que rechazó la demanda porque según el juzgado, verificado el proyecto de determinación de derechos de votos, el solicitante se incluyó como acreedor interno, a pesar que según el artículo 2.2.2.13.3.3 del Decreto 991 de 2018, las mayorías se determinarán con base en lo reglado por la Ley 1116 de 2006, pero sin tener en cuenta los acreedores internos.
Lo anterior traduce, aceptando en gracia de discusión, que aunque se decidiera en esta sede que la jueza accionada incurrió en defecto fáctico al apreciar las pruebas con las que el actor pretendió demostrar su calidad de comerciante, la providencia que rechazó la demanda se mantendría incólume, pues el último no encuentra lesionado el derecho al debido proceso en la otra causal que sirvió de fundamento a la citada funcionaria para inadmitir la demanda y para rechazarla posteriormente al considerar que no se enmendó.
En síntesis, puede decirse, con fundamento en la última jurisprudencia transcrita, que como el demandante controvirtió, por medio de esta acción, solo de manera parcial los argumentos que contienen las providencias en las que encuentra lesionado el derecho fundamental al debido proceso, la cuestión planteada carece de relevancia constitucional, pues de concluirse que en realidad el actor demostró su calidad de persona natural comerciante y que por ello, el juzgado accionado incurrió en defecto fáctico, las decisiones de inadmitir la demanda por él propuesta y la de rechazarla porque no se subsanaron los defectos que presentaba sería la misma, al no subsanarse el otro vicio que encontró configurado el despacho judicial demandado.
8. De acuerdo con lo expuesto, se declarará improcedente el amparo solicitado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Rubén Arias Rodríguez contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Ausente con causa justificada)




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folios 9 a 15 del archivo que obra en el disco compacto visible a folio 18


� Folios 17 a 32 del archivo que obra en el disco compacto visible a folio 18


� Folio 268 del archivo que obra en el disco compacto visible a folio 18


� Folios 269 a 274 del archivo que obra en el disco compacto visible a folio 18


� Folios 283 a 286 del archivo que obra en el disco compacto visible a folio 18


� Folios 291 a 302 del archivo que obra en el disco compacto visible a folio 18


� Folios 304 y 305 del archivo que obra en el disco compacto visible a folio 18


� Folios 306 a 315 del archivo que obra en el disco compacto visible a folio 18


� Folios 334 a 336 del archivo que obra en el disco compacto visible a folio 18


� Folios 275 a 282 del archivo que obra en el disco compacto visible a folio 18





� Folio 25


� Sentencia T-248 de 2018, MP. Carlos Bernal Pulido


� Sentencia C-590 de 2005.


� Tal como lo consideró la Sala Plena, en la sentencia hito en la materia (C-590 de 2005), “los fundamentos de una decisión de tutela contra una sentencia judicial deben aclarar con transparencia la relevancia iusfundamental del punto que se discute y el juez debe contraerse a estudiar esta cuestión y ninguna otra. No se trata entonces de un mecanismo que permita al juez constitucional ordenar la anulación de decisiones que no comparte o suplantar al juez ordinario en su tarea de interpretar el derecho legislado y evaluar las pruebas del caso. De lo que se trata es de un mecanismo excepcional, subsidiario y residual para proteger los derechos fundamentales de quien luego de haber pasado por un proceso judicial se encuentra en condición de indefensión y que permite la aplicación uniforme y coherente  -es decir segura y en condiciones de igualdad-  de los derechos fundamentales a los distintos ámbitos del derecho”
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